Exp: 01-008431-0007-CO

Res: 2001-08926

SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. San José, a las quince horas con cinco minutos del cinco de setiembre del dos mil uno.-

Recurso de amparo interpuesto por Edwin Campos Oviedo, portador de la cédula de identidad número 6-270-404, contra el Juzgado de Pensiones Alimenticias del Primer Circuito Judicial de San José.

Resultando:

1.-

Por escrito recibido en la Secretaría de la Sala a las trece horas y veintinueve minutos del veintinueve de agosto del dos mil uno, el recurrente interpone recurso de amparo contra el Juzgado de Pensiones Alimenticias del Primer Circuito Judicial de San José y manifiesta lo siguiente: a) que desde el veinte de agosto de este año, se encuentra privado de libertad en la Unidad de Pensiones Alimentarias del Centro de Atención Institucional La Reforma; b) que ha solicitado en constantes ocasiones al Juzgado recurrido que se le asigne un defensor público para poder hacer valer sus derechos, no obstante, la respuesta ha sido "nula", por lo que considera que se encuentra en estado de indefensión. Solicita el recurrente que se declare con lugar el recurso con las consecuencias de ley. 

2.-

El artículo 9 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional faculta a la Sala a rechazar de plano o por el fondo, en cualquier momento, incluso desde su presentación, cualquier gestión que se presente a su conocimiento que resulte ser manifiestamente improcedente, o cuando considere que existen elementos de juicio suficientes para rechazarla, o que se trata de la simple reiteración o reproducción de una gestión anterior igual o similar rechazada. 

Redacta el magistrado Sancho González; y,

Considerando:

Único: Esta Sala en sentencias números 2001-06610, de las quince horas con cincuenta y nueve minutos del diez de julio de este año, y 2001-07306, de las diez horas con nueve minutos del veintisiete de julio también de este año y respecto de los hechos aquí planteados, manifestó que de conformidad con lo dispuesto en el artículo 152 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, los defensores públicos ejercen la defensa gratuita en materia determinada, al establecerse allí que la Defensa Pública proveerá defensor público a todo imputado o prevenido que solicite sus servicios, así como también señala que la autoridad que tramita la causa le advertirá que, si se demuestra que tiene solvencia económica, deberá designar un abogado particular o pagar al Poder Judicial los servicios del defensor público, según la fijación que realice el juzgador. Igualmente, establece que también se proveerá defensor, en los procesos agrarios no penales, a la parte que lo solicite y reúna los requisitos que establezca la ley de la materia. Por lo anteriormente indicado ha considerado esta Sala que la Defensa Pública no está obligada a brindar asistencia gratuita a quien es demandado en un proceso de alimentario, -como se da en el caso del recurrente- por cuanto no es esta una materia determinada por Ley para recibir esa asistencia. Señalan además dichas sentencias que para estos efectos, la asistencia judicial gratuita debe considerarse como un privilegio procesal que la ley le otorga a las personas que se encuentran ante una situación especial –como las indicadas inicialmente-, para que pueda ser asistido por abogado y exonerado de todos los gastos del proceso ante los órganos jurisdiccionales, pero no es la defensa pública, por sí misma, un derecho fundamental como pretende el amparado, a diferencia del derecho de defensa, que sí lo es. Se señala además, que el hecho de que no se otorgue en todos los supuestos la asistencia gratuita por parte del Estado, no implica per se, que se esté violentando el derecho de defensa consagrado en el artículo 39 de la Constitución Política, pues la Ley de Pensiones Alimentarias, desarrolla en su normativa, el principio del contradictorio y de bilateralidad de las partes, que le permite al demandado, oponerse en el proceso, aportar la prueba y oponer las excepciones que estime pertinentes, así como impugnar las resoluciones que estime conveniente. Bajo esta tesitura, el derecho de defensa del recurrente sí se encuentra garantizado. Asimismo ha señalado esta Sala, que tampoco podría hacerse la equiparación de la defensa gratuita que por parte del Estado se da en el sistema penal, al proceso alimentario, toda vez que su naturaleza es muy distinta. Si bien es cierto una consecuencia del incumplimiento de la obligación alimentaria es el apremio corporal, ello no convierte en forma alguna dicho proceso en materia penal, pues el objeto de la Ley es dotar a la parte familiar más débil y necesitada, de los medios idóneos para exigir un derecho de subsistencia y con relación a este objeto se dirime la defensa del demandado, a diferencia de los procesos penales, en los cuales el derecho de defensa va encaminado a proteger esencialmente la libertad de las personas. Consecuentemente, se estima que no se ha producido quebranto constitucional alguno a los derechos fundamentales del recurrente, por lo que el recurso resulta improcedente y así debe declararse.

Por tanto:

Se rechaza por el fondo el recurso.
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